PROPUESTA DE REFORMA DEL MERCADO ELECTRICO: 
MANIFIESTO POR RECUPERAR EL CONTROL PUBLICO DE UN SECTOR ESENCIAL PARA LAS FAMILIAS Y LA ECONOMÍA. 

La Confederación Estatal de Asociaciones Vecinales, Comisiones Obreras, Unión General de Trabajadores, la Confederación de Consumidores y Usuarios…, consideran inadmisible la situación del Mercado Eléctrico en nuestro país. Un Mercado dominado por las cinco grandes empresas eléctricas y cuyo aspecto mas llamativo es la continua subida de la factura eléctrica que pagan los consumidores, con un incremento acumulado en los últimos 10 años del 75%. Lo que se traduce en el hecho  de tener en estos momentos la segunda tarifa más cara de Europa en el sector Doméstico y la cuarta en el sector Industrial, superados únicamente en ambos casos por países que no tienen nada que ver con nuestro tamaño ni situación geográfica. 

Desde el estallido de la crisis en 2007 y al haberse sumado a esta escandalosa subida de la tarifa eléctrica el desempleo y a la reducción de salarios, la pobreza energética se ha convertido en uno de los principales problemas sociales y económicos en España. Según el último Informe de  la Asociación de Ciencias Ambientales, 5,1 millones de personas se declaraban incapaces de de mantener su vivienda a una temperatura adecuada en invierno, 4,2 millones tenían retrasos en los pagos de energía doméstica y 6,2 millones destinaban más del 10% de sus ingresos a estos pagos. 

Las consecuencias más dramáticas de esta pobreza energética son las muertes asociadas a la misma, en unos casos de forma directa por incendios en las viviendas y en otros casos muertes prematuras, las cuales y según la metodología de la Organización Mundial de la Salud, podrían estar en el entorno de las 7.100 anuales, un número superior a las víctimas por accidente de tráfico, a pesar de lo cual las personas afectadas por pobreza energética siguen siendo invisibles. 

Otros problemas del sector eléctrico

El suministro eléctrico a los hogares no tiene la consideración de servicio público esencial al que tengan derecho todos los ciudadanos, por lo que la escalada de precios de los últimos años a la que ha venido a sumarse los efectos de la crisis económica, ha tenido como resultado  que la “pobreza energética” esté afectando en estos momentos a más de millón y medio de hogares.

La falta de Planificación energética: la renuncia en la ley 54/97 a las competencias de planificación por parte del Estado de las instalaciones de generación, ha llevado a una situación de sobrecapacidad muy importante.

Posición dominante de las 5 grandes empresas de generación. La retirada del sector público de este ámbito, con la privatización de Endesa, ha supuesto un reforzamiento del poder monopolista de estas empresas.

El tipo de mercado mayorista de “mercado spot” a coste marginal: Un sistema donde se retribuye a todas las energías en función del precio de la mas costosa de producir  y no de sus costes reales, sin tener en cuenta que los costes fijos y variables de cada tecnología son muy diferentes y sobre todo donde en algunas de ellas ya están amortizadas sus instalaciones (nucleares, hidráulicas,…), es incompatible con la competencia real.

Coste muy elevado de peajes entre los que se encuentran las primas a las energías renovables, los pagos por capacidad para las centrales térmicas, (incentivo a la inversión para ciclos combinados y pagos por disponibilidad para el carbón importado) y precios protegidos para el carbón nacional. Además de los costes de amortización del déficit de tarifa, interrumpibilidad, extrapeninsulares y otros conceptos. 

Este tipo de mercado “spot” lleva a la no rentabilidad de los contratos bilaterales en la industria. Mientras en Europa (Alemania, Francia, Holanda) con un mercado no “spot” sino mercado de “responsables de equilibrio” una parte importante del consumo eléctrico industrial se realiza a través de contratos bilaterales o a largo plazo, en España estos son casi inexistentes, porque no existe oferta real y regulación que obligue a ello y para las empresas eléctricas es mas lucrativo que la industria acuda a la venta diaria del mercado spot.  

  La excesiva fiscalidad en un suministro esencial: Se aplican diferentes impuestos sobre la generación, que en  su mayor parte se traslada al consumidor final.  Además de los cánones sobre la electricidad establecidos por alguna comunidades autónomas, que no revierten en el sector y los impuestos indirectos de la electricidad 4,86% con carácter generalista y el impuesto del IVA del 21%.

El desequilibrio en la propia composición de la factura eléctrica, con un crecimiento de la parte fija que desincentiva el ahorro energético, mientras que la regulación del autoconsumo lo ha convertido en impracticable, lo que sin duda obedece a las presiones de las compañías eléctricas.

Este panorama no tiene visos de cambiar, y no lo hará mientras no se lleven a término las reformas estructurales necesarias para modificar profundamente el funcionamiento del sistema eléctrico vigente en España, para lo cual será necesario alcanzar un gran consenso social y político. 
Propuestas

Dos son los grandes objetivos que para nuestras Organizaciones, deberían inspirar la reforma del Sistema Eléctrico: por un lado, garantizar el suministro al conjunto de la población, haciendo frente a la pobreza energética y por otro,  la puesta de este Sector y de las tarifas eléctricas al servicio de la recuperación económica con el impulso a la industria. 
Si la energía se retribuyera a su coste real de producción, habría margen suficiente para pagar los costes regulados sin aumentar la factura final ni generar nuevo déficit. Por ello, consideramos que con carácter previo, resulta imprescindible  la realización de Auditorías de costes de las eléctricas en generación y distribución realizadas por un organismo público, para actuar sobre las beneficios sobrevenidos. Auditorías que  deberían extenderse a los Costes de Transición a la Competencia (CTC), reconocidos en su día al Sector.

Junto a lo anterior, proponemos:
1. Establecimiento legal de la consideración del suministro eléctrico como un servicio público esencial al que tienen derecho todos los ciudadanos.  Garantizar la capacidad planificadora del Estado en el sector, en cuanto al control y planificación del crecimiento del parque de generación, en función de las necesidades y de la seguridad y coste del sistema.

2. Modificación del tipo de mercado mayorista a corto y largo plazo, siguiendo el modelo existente en Alemania y Francia, lo que permitiría establecer un mercado de la energía donde los precios se adecuen en mayor medida a los costes reales, donde no todo vale lo mismo y más si ya ha sido pagado y amortizado. Así, aquellos centros de producción donde los costes de amortización ya fue retribuida y retornada vía tarifa, se reinvierta la sobre retribución que reciben en el pago a nuevas tecnologías o a tecnologías necesarias para la gestionabilidad de la red (como las primas a renovables o los costes por sobrecapacidad en ciclos combinados), reduciendo el coste que actualmente se paga a través de peajes.

3. Un cambio de la regulación actual que permita el desarrollo efectivo del autoconsumo con balance neto, junto con el establecimiento de una planificación a medio y largo plazo para la incorporación de las energías renovables, que permitan cumplir los compromisos de reducción de emisiones asumidos por nuestro país. 

4. Activación de un mercado a largo plazo, regulando las medidas necesarias para que el precio sea competitivo. Este sistema de contratos a largo plazo garantizaría la estabilidad y competitividad del suministro a los consumidores industriales lo que permitiría sustituir los pagos por el servicio de interrumpibilidad sin perjudicar la competitividad de las empresas ni poner en riesgo su presencia en territorio nacional. 

5. Seguimiento de la política de primas o ayudas a las tecnologías renovables, para su reducción en función de la maduración de la tecnología y de la amortización de las instalaciones, reduciendo gradualmente su coste. Impulsando la incorporación de nuevas energías renovables de forma armonizada con las necesidades de nueva capacidad en el Estado Español. Apostar decididamente, en la medida del posible, por que en el mix energético tengan más presencia las energías renovables en detrimento de las energías fósiles y contaminantes, que deberán estar cada vez menos presentes.
6. Realizada la modificación del Mercado Eléctrico, impulsar las interconexiones internacionales necesarias, para subsanar la estructura de “isla energética” de la península ibérica, cumpliendo los plazos establecidos por la UE. 

7. Creación de un  “Operador del Mercado de carácter Público”, que gestione estableciendo un control en su funcionamiento con transparencia y equidad, evitando las posiciones de dominio de las grandes multinacionales (actualmente los operadores de mercado son OMIE, Operador del Mercado Ibérico de Energía, el operador eléctrico y MIBGAS, Mercado Ibérico del Gas, como operador de gas, cuya participación accionarial está compuesta en ambas sociedades por las grandes empresas del sector eléctrico o de gas que operan en el mercado).

8. La intervención del operador público, así como la presencia de empresas participadas desde lo público con capacidad de gestión en el mercado será un elemento estabilizador que ayudara en el cumplimiento de los objetivos de competitividad y modelo social, garantizando también en la distribución y comercialización una competencia más al servicio del ciudadano. El modelo de participación publica en empresas del sector eléctrico, con capacidad de gestión, potencia el desarrollo industrial, modula precios y garantiza el suministro a los sectores más desfavorecidos.

9. Establecer y fomentar políticas que promocionen la eficiencia energética, desde inversiones en I+D que se dirijan al ahorro energético en la industria , los servicios, la construcción o el transporte, la planificación y distribución de las redes o la promoción de proyectos de energía distribuida, han de ser los elementos fundamentales del nuevo modelo energético. Estableciendo parámetros para un consumo más racional de la energía, democratizando su generación y consumo. Deben existir campañas formativas e informativas sobre el sistema eléctrico de manera que los ciudadanos puedan comprender cómo funciona y poder participar del mismo, lo que se podría facilitar mediante los contadores inteligentes integrándose a la red lo antes posible para permitir a los usuarios conocer a tiempo real los datos de su consumo (energía consumida, potencia, horarios, etc.), así como el precio de la energía a través de REE, para que puedan ajustar y planificar sus pautas de consumo y obtener la máxima eficiencia energética y ahorro.
10. Creación de un organismo público para la realización de las auditorías periódicas del Sistema y  la intervención directa en las subastas de energía.

11. Auditoria del Déficit de tarifa acumulado para conocer el origen de la deuda acumulada, su legitimidad y acometer su posible revisión (por ejemplo, descontando los miles de millones cobrados de más por las grandes eléctricas en concepto de CTC,…).

12. Medidas eficaces contra la “pobreza energética”. Con protección a los sectores más desfavorecidos estableciendo un auténtico bono social, que garantice el suministro básico de todos los hogares e impida los cortes de suministro. Teniendo en cuenta los miembros de la unidad familiar, el nivel de renta y adecuando el término de potencia a la realidad actual. El bono social debería cubrir a todas las unidades familiares cuyos ingresos se sitúen por debajo del umbral de la pobreza.  

13. Hacer frente a la posición dominantes de las 5 empresas de generación, limitando el control del sector de la comercialización por parte de las mismas a través de la ampliación del número de agentes intervinientes en el mismo, atajando las prácticas abusivas de las comercializadoras, tanto en la comercialización de sus productos, como en sus prácticas respecto del consumidor (altas no consentidas; inexistente asesoramiento; información deficiente; incumplimiento de los plazos antes de interrumpir el suministro; manipulación y sustitución de contadores sin conocimiento y presencia del consumidor). Sin perjuicio de los tribunales de justicia, es la Administración competente quién debe vigilar y sancionar las actuaciones que vulneran de los derechos de los consumidores e imponer sanciones disuasorias.
14. Arbitraje. Las comercializadores de referencia y las distribuidoras deberían estar sometidas al arbitraje de consumo por ser entidades que prestan un servicio básico y fundamental y por contar con un monopolio natural al que no pueden acceder otras distribuidoras. Además, es un sector especialmente sensible ya que una mala o dolosa gestión de una reclamación puede tener graves consecuencias si implica la interrupción del suministro.

15. Reducción del coste del término de potencia, con revisión de todos los conceptos que lo forman en la actualidad. 

16. Contadores inteligentes. Deberían integrarse a la red lo antes posible y deberán permitir a los usuarios conocer a tiempo real los datos de su consumo (energía consumida, potencia, horarios, etc.), así como el precio de la energía a través de REE, para que puedan ajustar y planificar sus pautas de consumo y obtener la máxima eficiencia energética y ahorro.
17. Reforma de la fiscalidad que se aplica al sistema eléctrico, limitando la acumulación actual de impuestos que recaen sobre la tarifa eléctrica o sobre las empresas y que terminan pagando los consumidores. Reducción del coste del término de potencia, con revisión de todos los conceptos que lo forman en la actualidad. 

18.  Los impuestos sobre la electricidad deberían ser finalistas y revertir directamente en políticas industriales de fomento de la I+Di del sector y en la aplicación de políticas medioambientales y de eficiencia energética. 

Las organizaciones abajo firmantes hacemos un llamamiento al conjunto de la sociedad para la movilización, a la vez que asumimos el compromiso de coordinación de cuantas acciones se acuerden de forma unitaria encaminadas a los objetivos básicos de:

1- Garantizar el suministro al conjunto de la población, haciendo frente a la pobreza energética.

2- La puesta de este Sector y de las tarifas eléctricas al servicio de la recuperación económica con el impulso a la industria.
3- Por el control y gestión de la energía eléctrica.
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